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El Incidente de Reparación Integral procede una vez este en firme la sentencia penal 

condenatoria, superando los cinco años con la consecuencia de que las víctimas se queden 

sin indemnización dado que las aseguradoras pueden alegar el vencimiento de la prescripción 

extraordinaria de cinco años para su impago de un siniestro amparado con una póliza vigente; 

sometiendo al causante y al tercero civilmente a un largo y dispendioso proceso judicial, 

impidiendo que la aseguradora cumpla con el contrato de seguro. 

Situación creada con la ley 906 de 2004 que expide el Código de Procedimiento Penal 

vigente quitando la posibilidad de una terminación anticipada del proceso penal por 

indemnización integral a la víctima en los delitos de lesiones culposas y homicidio culposo 

básicamente; siendo perjudicial para las víctimas, al causante, al tercero civilmente 

responsable y de esta manera exonerando a la aseguradora el pago del siniestro, además 

congestionando el aparato judicial. 

Aspectos nefastos para las víctimas advertidos en mis libros desde el año 2015 al 

presente (año 2025) que se remedia con la Ley 2477 vigente desde el 11 de julio de 2025 que 

modifica las leyes 599 de 2000, 906 de 2004 y 1121 de 2006 en Colombia, introduciendo 

cambios significativos en la figura de la reparación integral, la concesión de beneficios por 

allanamientos y preacuerdos, y la aplicación del principio de oportunidad. 
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Nos centraremos exclusivamente en la reparación integral a las víctimas por un delito 

que con la ley 2477 de 2025 dicha reparación es Causal Autónoma de Extinción Penal al 

inicio del proceso que antes estaba al final; es decir, de consecuencia a causa principal de 

extinción de la acción penal, gráficamente. 

 

La reparación integral puede ahora extinguir el proceso penal, no solo cerrar la condena. 

Por lo cual modifica el artículo 77 de la Ley 906 de 2004 que adiciona como causa de la 

extinción de a acción penal la reparación integral a las víctimas de un delito. 

"Artículo 77. Extinción. La acción penal se extingue por muerte del imputado о 

acusado, prescripción, aplicación del principio de oportunidad, amnistía, oblación, 

reparación integral, caducidad de la querella, desistimiento y en los demás casos 

contemplados en la ley".  

Con la finalidad de garantizar los derechos de las víctimas y fomentar el restablecimiento 

de los bienes jurídicos lesionados con la conducta punible; entonces se propone establecer la 

indemnización integral como factor objetivo de terminación del proceso y como causal de 

preclusión, únicamente respecto de delitos cuyo objeto de protección no trascienda de la 

esfera individual y personalísima, tras estimar que la alta incidencia de estas ilicitudes genera 

congestión en la administración de justicia y en el sistema carcelario.   

Se incluye la reparación integral como supuesto que extingue la acción penal y 

estableciendo que dicha figura aplica a delitos que admiten desistimiento, homicidio culposo, 

lesiones personales culposas, delitos contra derechos de autor, inasistencia alimentaria, etc. 

También: "La acción penal se extinguirá cuando se realice la indemnización integral del 

daño causado", dice la norma. En los casos en que la víctima no esté identificada, la 

reparación se hará por medio de una caución u otro mecanismo adecuado. 

Entonces se adicionó como casual de la extinción la reparación integral a la víctima.  
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Para la eficacia de esta norma adiciona el Artículo 78A a la Ley 906 de 2004, Código de 

Procedimiento Penal vigente, lo trascribimos en su totalidad para luego analizarlo del inicio 

al final de este artículo.  

Artículo 78A. Reparación integral. En los delitos que admiten desistimiento, en los de 

homicidio culposo y lesiones personales culposas cuando no concurra alguna de las 

circunstancias de agravación punitiva consagradas en los artículos 110 y 121 del Código 

Penal, en los de lesiones personales dolosas con secuelas transitorias, en los delitos 

contra los derechos de autor, en el delito de inasistencia alimentaria y en los procesos 

por los delitos contra el patrimonio económico, excepto Poder Público -rama legislativa- 

el hurto calificado por la violencia contra las personas y extorsión, la acción penal se 

extinguirá para todos los imputados o acusados cuando cualquiera de ellos realice la 

reparación integral del daño causado.  

   

En los mismos eventos, cuando, no exista víctima conocida o individualizada, podrá 

extinguirse la acción penal, siempre que se garantice la reparación integral a través de 

caución o cualquier medio idóneo, según lo establezca el fiscal.  

   

Esta causal es aplicable, igualmente, en los· eventos de concurso de conductas punibles 

siempre y cuando de forma individual se cumpla, en relación con cada una de aquellas, 

las previsiones del inciso anterior.  

   

La reparación integral se efectuará con base en el avalúo que de los perjuicios haga un 

perito, a menos que exista acuerdo sobre el mismo, o el perjudicado manifieste 

expresamente haber sido reparado integralmente. En todo caso, el fiscal deberá cumplir 

con los deberes del artículo 11 y 22 de la Ley 906 de 2004 y tomar las medidas 

necesarias para reparar integralmente los derechos de las víctimas.  

   

En estos casos, la víctima o su representante, así como el indiciado o imputado podrá 

objetar el peritaje realizado. La extinción de la acción a que se refiere el presente artículo 

no podrá proferirse en otro proceso respecto de las personas en cuyo favor se haya 

proferido decisión por igual motivo, dentro de los cinco (5) años anteriores. Para tales 

efectos, la Fiscalía General de la Nación llevará un registro de las decisiones que se 

hayan proferido por aplicación de este artículo.  

 

De este Articulo, el Artículo 78A, se aplica a los siguientes delitos: 

• Delitos que admiten desistimiento. 

• Homicidio culposo y lesiones personales culposas (sin agravantes). 

• Lesiones personales dolosas (con secuelas transitorias). 

• Delitos contra el patrimonio económico (con excepciones). 

• Inasistencia alimentaria y delitos de derechos de autor. 
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Es importante destacar que cualquiera de los imputados o acusados realice la reparación 

integral del daño causado la acción penal se extinguirá para todos ellos. 

 

El inciso 2do y 3ro son muy claros. 

 

En los mismos eventos, cuando, no exista víctima conocida o individualizada, podrá 

extinguirse la acción penal, siempre que se garantice la reparación integral a través de 

caución o cualquier medio idóneo, según lo establezca el fiscal.  

   

Esta causal es aplicable, igualmente, en los· eventos de concurso de conductas punibles 

siempre y cuando de forma individual se cumpla, en relación con cada una de aquellas, 

las previsiones del inciso anterior.  

 

Pero el inciso siguiente amerita un análisis, lo transcribimos: 

La reparación integral se efectuará con base en el avalúo que de los perjuicios haga un 

perito, a menos que exista acuerdo sobre el mismo, o el perjudicado manifieste 

expresamente haber sido reparado integralmente”.  

Aspecto que ampliamos a continuación. 

1. “El avalúo que de los perjuicios haga un perito” 

El proceso penal se rige por el principio de gratuidad entonces los llamados a realizar dichos 

avalúos de perjuicios, dictamen pericial, serian la FISCALIA por intermedio de los peritos del 

Cuerpo Técnico de Investigación, CTI, de esta entidad. 

Nos centraremos en los delitos culposos de lesiones personales y muerte por accidentes 

de tránsito y mala praxis médica con una participación importante en los procesos penales cuya 

pretensión es económica, excepto esporádicos casos puntuales; veamos algunos datos. 

La Fiscalía de 2 millones de noticias criminales que recibe archiva el 86% por supuesta 

atipicidad objetiva de la conducta. 

Aquí un dato adicional, antes de pandemia la ciudad de Cali contaba con cuatro fiscalías 

para atender los procesos penales por Accidentes de Tránsito que hora llegan a veinte fiscalías, 

manejando 600 procesos cada fiscalía (puede ser más), resultando un total de 12 mil procesos 

para los cuales se cuenta con escasos diez peritos en la cuantificación de perjuicios económicos 

que realizan unos 50 dictámenes, quedado la diferencia de 11.950 procesos sin este dictamen, 

procesos que se regaban en los años de su duración que ahora con la Ley 2477 de 2025 deben 

atenderse al inicio del proceso, en los primeros meses,  por medio de la reparación integral a la 

víctima que ahora se hace mediante un dictamen de evaluación de perjuicios económicos. 

Totalmente acertado que el dictamen de perjuicios económicos lo haga un perito, un 

experto, y se presente al inicio del proceso penal, extinguiendo la acción penal, causa 

adicionada en el articulo 77 del Código de Procedimiento Penal.  

Antes el Fiscal en su primera audiencia a la víctima (familiares del muerto) le preguntaba 

¿Cuál es su pretensión? Respondiendo con un valor de $$$$$; a su turno, el causante, 

respondía: “Señor fiscal no puedo pagar ese monto”, a la insistencia del Fiscal, haga alguna 

propuesta, respondía “que hablen con mi abogado”, resultando este llamado a conciliar ineficaz, 

teniendo que continuar el proceso penal. 
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Obvio que esta conciliación fracasaba, una y otra vez, de manera sucesiva, y en la gran 

mayoría de casos por dos razones: la primera, la ausencia de un dictamen que determine la 

monto en dinero de los perjuicios causados por el delito; y la segunda, por que no citaba a la 

aseguradora, puesto que su participación estaba reservada para el Incidente de Reparación 

Integral cuando haya sentencia condenatoria este en firme, lo cual sucede después de varios 

años; de nuestros casos, para llegar ahí transcurrieron 9 largos años de espera, pasando por 

tres instancias, agotando la primera instancia ante el Juzgado, el recurso de apelación ante el 

superior, e impugnación o recurso extraordinario de Casación ante la Corte Suprema de Justicia; 

ninguna de las tres Sentencias puso en duda la culpa, tanto así que la culpa ya no fue discutida 

en Casación. 

2. La victima puede aportar el avalúo que de los perjuicios por un perito  

Para cuantificar los daños y perjuicios causados por un delito culposo de lesiones 

personales o muerte los peritos oficiales, tanto los del CTI de la Fiscalía como los peritos de la 

Defensoría de Pueblo son materialmente insuficientes para cumplir con lo preceptuado en 

Artículo 78A, adicionado al Código de Procedimiento Penal,  

Primera solución 

Una primera solución sería el sometimiento a la lista de espera (en Cali de 50 para llegar 

hasta el 12 mil) que serían de varios años resultando una opción inviable. 

Una segunda solución. 

Ante tal deficiencia, se debe acudir a los profesionales de las áreas económicas, 

financieras, contables y afines que en lo preferible tengan experiencia forense (por lo menos 

sepan lo que es ir a una audiencia en un proceso penal, civil o contencioso administrativo); y 

por supuesto, conocedor de los diferentes rubros indemnizatorios, su cuantificación y 

actualización. 

3. Deberes del fiscal  

Al Código de Procesamiento Penal se adiciona el Artículo 78 A que hace el siguiente 

llamando: “El fiscal deberá cumplir con los deberes del artículo 11 y 22 de la Ley 906 de 2004 

y tomar las medidas necesarias para reparar integralmente los derechos de las víctimas”; del 

primero resaltamos:  

c) A una pronta e integral reparación de los daños sufridos, a cargo del autor o partícipe 

del injusto o de los terceros llamados a responder en los términos de este código; 

d) A ser oídas y a que se les facilite el aporte de pruebas. 

 y el artículo 22 es clave, se trata del restablecimiento del derecho: “Cuando sea 

procedente, la Fiscalía General de la Nación y los jueces deberán adoptar las medidas 

necesarias para hacer cesar los efectos producidos por el delito y las cosas vuelvan al estado 

anterior, si ello fuere posible, de modo que se restablezcan los derechos quebrantados, 

independientemente de la responsabilidad penal”. 
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4. Objetar el peritaje realizado 

El Artículo 78A, estipula la objeción al dictamen en los siguientes términos: “En estos 

casos, la víctima o su representante, así como el indiciado o imputado podrá objetar el peritaje 

realizado”. 

En los Códigos de procedimiento penal, en el Código General del Proceso, y en el 

Código Contencioso Administrativo, CPACA, proscriben la objeción al dictamen pericial, 

dado que dichas objeciones e inconformidades con el informe pericial ahora se surten en la 

audiencia de contradicción de dictamen con lo cual adquieren valor probatorio, sino se 

contradice por las partes y el juez el dictamen no tiene vocación probatoria ni siquiera puede 

ser tratado como documento, carece de total validez probatoria. 

Bueno, entonces por que la Ley 2077 de 2025 incluye la objeción, hay varias razones, 

entre ellas que debe ser entendida como un descuerdo con el monto fijado siguiendo las 

pautas del Incidente de Reparación Integral que se analiza a continuación.  

5. La conciliación puede presentarse en dos oportunidades en el incidente de 
reparación integral 

Revisando el artículo 103 del Código de Procedimiento Penal deja ver que el legislador 
dentro del incidente de reparación integral previó a la conciliación como mecanismo de justicia 
restaurativa según el artículo 521 Ibidem; la cual puede presentarse en dos oportunidades, 
dependiendo de las circunstancias específicas del caso y de los acuerdos a que lleguen los 
interesados. 

Primera oportunidad de conciliación. 

Así una primera oportunidad de conciliación tiene lugar en la audiencia pública con la que 
se da inicio al incidente de reparación, la cual es convocada por el juez de conocimiento una 
vez abierto el incidente por solicitud de la víctima, o del fiscal o del Ministerio público a 
instancia de ella, estipulada en el artículo 102 Código de Procedimiento Penal:  

Artículo 102: Procedencia y ejercicio del incidente de reparación integral. Emitido el 
sentido del fallo que declara la responsabilidad penal del acusado y, previa solicitud 
expresa de la víctima, o del fiscal o del Ministerio Público a instancia de ella, el juez 
fallador abrirá inmediatamente el incidente de reparación integral de los daños causados 
con la conducta criminal, y convocará a audiencia pública dentro de los ocho (8) días 
siguientes. 

En dicha audiencia, el incidentante formula oralmente su pretensión, expresando la forma 
de reparación a la cual aspira e indicando las pruebas que pretende hacer valer. Acto seguido, 
el juez debe examinar el contenido de la pretensión y verificar si quien la promueve se 
encuentra o no legitimado para ello. En el caso de ser admitida la pretensión, el juez la pone 
en conocimiento del declarado penalmente responsable, ofreciendo la posibilidad de llegar a 
una conciliación; si ella prospera dará por terminado el incidente “y lo allí acordado se 
incorporará a la sentencia” (art. 103 CPP). 

Segunda oportunidad de conciliación. 

La otra oportunidad de conciliación se presenta, según el artículo 103 del Código de 
Procedimiento Penal, cuando no se logre acuerdo en la primera, lo cual determina que el juez 
fije una nueva audiencia, dentro de los 8 días siguientes, para intentar otra vez la conciliación, 
“y de no lograrse el declarado penalmente responsable deberá ofrecer sus propios medios 
de prueba”. 
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Esta segunda ocasión para conciliar se retoma en el artículo 104, inciso 1º del Código de 
Procedimiento Penal, conforme al cual, el día y hora señalados “el juez realizará la audiencia, 
la cual iniciará con una invitación a los intervinientes a conciliar. De lograrse el acuerdo 
su contenido se incorporará a la decisión. En caso contrario, se procederá a la práctica de 
la prueba ofrecida por cada parte y se oirá el fundamento de sus pretensiones”. 

 

6. Incidente de reparación integral y reparación integral son diferentes 

La Ley 2477 de 2025 deja intacto el Incidente de Reparación Integral regulado en el 

artículo 102 y 103 del Código de Procedimiento Penal en donde la victima puede proceder a 

reclamar su indemnización una vez este en firme la sentencia condenatoria, se realiza ante un 

Juez de Conocimiento previa solicitud; consideramos que en los delitos contemplados en esta 

ley que admiten la reparación integral como causa autónoma de Extinción Penal, muy 

eventualmente pueden continuar el proceso, puesto que su pretensión económica es satisfecha, 

siempre y cuando se vincule al tercero civilmente responsable y a la compañía de seguros, sin 

está vinculación la adición del artículo 78 A, al Código de Procedimiento Penal es inane, sin 

eficacia. 

La figura de la reparación integral se pueda aplicar de manera efectiva 

La vinculación del tercero civilmente responsable en el proceso penal es pacifica; respecto 

a la vinculación de la aseguradora consideramos que es viable en el entendido que de la misma 

manera que es citado al Incidente de Reparación Integral y vinculado a su resultado, puede ser 

citado a la Reparación Integral convocada por el Fiscal y vinculada a lo que resuelve este Fiscal, 

ya no ante el Juez de Conocimiento puesto que no hay formulación de cargos. sino una 

CONCILACION o TRANSACCIÓN que por si sola hace tramite a cosa juzgada y presta 

merito ejecutivo.  

7. Citación a la aseguradora a la Reparación Integral dentro del proceso penal 

La compañía aseguradora ha sido reacia para cumplir la citación al incidente de 

Reparación Integral dentro del proceso penal argumentando la falta de igualdad de armas, que 

ha sido excluido del debate de la responsabilidad del indiciado cuya suerte influye para el pago 

del seguro, que viola el debido proceso al llamarla solo para dicho incidente, que la aseguradora 

no es la causante del delito, que el juez penal no puede convertirse en juez  civil, que su citación 

debe ser en la justicia civil y no en el proceso penal, y otros argumentos más para oponerse a 

la citación en lo penal; la participación de la Aseguradora en el incidente de reparación integral 

se limita a la pretensión económica de la víctima; además el Código de Procedimiento Penal, 

Ley 906 de 2004, estipulaba que su participación era facultativa, es decir a su voluntad, si 

quiera iba a dicho incidente, pues obvio que no iba, y lo peor, que cuando iba simplemente le 

bastaba manifestar “no concilio” y, por ministerio de ley, quedaba exonerado de pago de la 

indemnización, lo cual sucedió por casi cinco primeros años en vigencia de la ley 906 de 2004. 

Cójame ese trompo en la uña.  

Para corregir todo lo anterior la Corte Constitucional profirió cinco sentencias, a la ultima 

de ellas la denomino “no hay quinto malo” con ponencia del doctor Juan Carlos Henao, 

analizadas de manera extensa en el tercer tomo de Derecho de Daños de mi autoría, plasmadas 
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en mi libro El contrato de seguro y su proceso de reclamación del año 2025, en el acápite M. 

LA CONCILIACIÓN EN EL PROCESO PENAL, con los siguientes numerales.  

1. La participación de la Aseguradora en el incidente de reparación integral se limita a la 
pretensión económica de la víctima 

2. Citación al asegurador en el proceso penal 
3. Para las aseguradoras es obligatorio asistir a la audiencia de conciliación en Incidente de 

Reparación Integral 
4. La conciliación con el asegurador puede presentarse en dos oportunidades  
5. Los sujetos legitimados para la citación del asegurador  
6. ¿La aseguradora burla el compromiso contractual previo asumido voluntariamente por 

ella? 
7. Presunta vulneración del derecho de reparación integral de las víctimas  
8. Sentencias sobre la citación al asegurador en el proceso penal 
9. Extinción de la acción penal por indemnización integral  
10. La solicitud de extinción de la acción penal por indemnización integral puede presentarse 

hasta antes de que se profiera fallo de casación 
11. La Ley 906 de 2004 pretende con múltiples alternativas evitar los juicios 
12. Caso: Extinción de la acción penal por indemnización integral 

Empecemos por lo más nefasto en este aspecto del Código de Procedimiento Penal, Ley 

906 de 2004, al estipular que la participación de la aseguradora era facultativa. 

Al respecto la Corte Constitucional mediante sentencia C-409 de 20091 declaró 

inexequible la expresión “exclusivamente” del artículo 108 del Código de Procedimiento 

Penal, en unidad de materia con el segmento normativo “quien tendrá la facultad de 

participar en dicha conciliación” también será declarada inconstitucional, mientras que 

declaró exequible la expresión “para los efectos de la conciliación de que trata el artículo 

103” ibidem, en el entendido de que esto no supone que la participación del asegurador se 

reduzca a conciliar, pues en el evento en que no se llegué a un convenio de reparación, tendrá 

derecho a adelantar las actuaciones tendientes a proteger civilmente sus intereses en los 

aspectos atinentes a la cobertura de la póliza, pues su citación al incidente, efectuada con 

todas las garantías exigidas, lo vincula al mismo y a sus resultas. 

Lo anterior ratificado por éste ente en sentencia C-059 de 2010 al declarar estarse a lo resuelto 
en sentencia C-409 de 2009 

Mas sin embargo la aseguradora puede discutir exclusivamente la pretensión económica dado 
que la responsabilidad penal del acusado ya se ha decidido profiriendo el juez de conocimiento el 
sentido del fallo, ahora con la sentencia en firme, obviamente condenatoria para proceder al 
incidente de reparación integral, en la sentencia C-409/09 sintetiza las defensas del asegurado: 

“Dicho de otro modo y en concordancia con lo establecido en las sentencias C-423 
y C-425 de 2006 para el tercero civilmente responsable, la citación con que se convoque 
a la aseguradora, tendrá como finalidad primaria permitirle poder conocer el objeto 

 
1 En la sentencia C-409 de 2009, la Corte declaró lo siguiente: 

“Primero: Declarar inexequibles las expresiones “Exclusivamente” y “quien tendrá la facultad de participar 
en dicha conciliación” contenidas en el artículo 108 de la Ley 906 de 2004.  

Segundo: Declarar exequible la expresión “para los efectos de la conciliación de que trata el art. 103” del 
artículo 108 de la Ley 906 de 2004, por el cargo analizado en este proceso. 
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del incidente en concreto, para así acudir a la audiencia de conciliación y en ella, o, ante 
su fracaso, en la actuación subsiguiente de que trata el art. 104, inc. 1º infine, 
desarrollar todas las actuaciones derivadas de su derecho de defensa: Aceptar y/o 
proponer un acuerdo; o negarse a conciliar y controvertir pruebas, o aportar y solicitar 
las requeridas con las que desvirtuar la responsabilidad civil contractual endilgada o la 
existencia misma del contrato, o la calidad de beneficiario de la víctima, o la pretensión 
de ésta, del condenado o del tercero civilmente responsable, de que la reparación 
económica reclamada deba cubrirse con el riesgo amparado por seguro”. 

En este sentido tenemos la sentencia de la Corte de Casación francesa, Sala de Casación Civil, de 
trece de diciembre de 1938: “, cuando […] ninguna condena ha sido previamente impuesta contra 
él, con el objeto de fijar contradictoriamente entre las partes, primero, la existencia de la obligación 
de reparación, y su monto y, en segundo lugar la indemnización debida por el asegurador”2. 

Por lo tanto le corresponde a la víctima dentro del esquema del seguro de responsabilidad civil 
acreditar no solo la existencia del daño sino también su cuantía. 

 

8. Para la aseguradora es obligatorio asistir a la audiencia de conciliación en 
Incidente de Reparación Integral 

 

Los hechos en que se funda la citación y los fundamentos de derecho conducen inevitablemente 
a citar a la compañía de Seguros, con la cual tiene contrato de amparo por responsabilidad civil. Su 
comparecencia en el Incidente de Reparación Integral no puede ser distinta a servir de garante al 
Tercero Civil (propietaria del vehículo o empresa de transporte) en el pago de los perjuicios causados 
por la conducta punible del conductor o causante. 

El artículo 108 estipula la citación del asegurador, es el que más modificaciones a tenido, 
quedando después de los cambios (actual) así: “para efectos de la conciliación de que trata 
el artículo 103, la víctima, el condenado, su defensor o el tercero civilmente responsable 
podrán pedir la citación del asegurador de la responsabilidad civil amparada en virtud del 
contrato de seguro válidamente celebrado”. 

Cambios dados por la Corte Constitucional mediante sentencia C-409 del 17 de junio de 2009, 
con ponencia de Juan Carlos Henao Pérez, de la cual se tiene. 

Si el tercero, víctima o perjudicado, tiene derecho a citar a la aseguradora y ver respaldada la 
percepción de su crédito con la participación de un legitimado solvente  
-obligado a responder en virtud del contrato-, tal beneficio otorgado al acreedor genera a su vez 
una correlativa obligación de aceptar los términos de tal contrato incluso los que limitan la 
responsabilidad de la aseguradora, especialmente de la cobertura. 

En consecuencia es obligatorio para las empresas aseguradoras asistir a la audiencia de 
conciliación en incidente de reparación integral, ésta es la conclusión que allega en la sentencia C-
409/09 del 17 de junio del 2009, con ponencia de Juan Carlos Henao Pérez, “de cara a la disposición 
jurídica acusada, se declarará inexequible el adverbio “Exclusivamente” del artículo 108 CPP, pues 
esta palabra excluye, en detrimento de la reparación integral de la víctima, toda otra posible 
actuación del asegurador en el incidente distinta de la conciliación que él mismo acepte”. También 
es declarada inconstitucional la expresión quien tendrá la facultad de participar en dicha 
conciliación, porque como específica atribución reconocida para la aseguradora, le otorga la libertad 
positiva y negativa de acudir y actuar en la conciliación de modo que si no comparece, habiendo 
sido citado en forma debida, no quedará vinculado a los resultados de la decisión del incidente, lo 
cual fue declarado inconstitucional. Se argumenta: 

 
2 Citada por DÍAZ-GRANADOS ORTIZ, Juan Manuel, El seguro de responsabilidad…, cit., p. 29. 



Hoja 10 
 

“En el contexto en el que se ubica el asunto bajo estudio, el contrato de 
responsabilidad civil tiene como beneficiario a la víctima del delito, con lo que asumir 
las obligaciones contraídas por las partes con total corrección, transparencia, 
pundonor, trasciende la connotación meramente bilateral del acuerdo y el objetivo de 
cubrir un riesgo. El seguro de responsabilidad y las obligaciones que de él se 
desprenden, en el plano humano son además garantías de una mínima estabilidad 
económica para la víctima que en muchas oportunidades puede ser el individuo y su 
núcleo familiar, afligidos también patrimonial o financieramente con el delito y cuyas 
condiciones de vida, de subsistencia, cuyas oportunidades de desarrollo pueden 
depender en buena medida del pago del amparo asegurado. 

Perder de vista este objetivo desnaturaliza, despoja de contenidos el contrato de 
seguro de responsabilidad civil, pues no cumple con la función protectiva para la cual se 
ha suscrito, no satisface la seguridad resarcitoria que ha pretendido crear3, ni expresa la 
importante función social que está llamado a cumplir”4. 

 

9. Las aseguradoras quedarían vinculadas al incidente de reparación integral 

 

La sentencia C-409/09 resuelve la declaratoria de inexequibilidad del artículo 108 (parcial) de la Ley 
906 de 2004 sigue determinando que las aseguradoras quedarían vinculadas al incidente de 
reparación integral con independencia de que concurran y acepten conciliación, al declarar la 
inexequibilidad de las expresiones “Exclusivamente” y “quien tendrá la facultad de participar en 
dicha conciliación” contenidas en el artículo 108 de la Ley 906 de 2004, con lo cual se entendería 
que la Corte Constitucional abrió paso para que las compañías de seguros, dentro del incidente de 
reparación integral, no solo puedan ser citadas para efectos exclusivos de la conciliación de que 
trata el artículo 103 de la misma ley sino que puedan ser vinculadas dentro del incidente de 
reparación integral con independencia de que concurran a la audiencia de conciliación y la postura 
que adopten con relación al pago o no de los perjuicios. 

 

10. Si la aseguradora no asiste a la audiencia de conciliación queda vinculada a sus 
resultados. 

Lo que se trata es de quitar la barrera del artículo 108 para que los jueces penales puedan cumplir 
con su función de “disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito”, tal como lo prescribe el numeral 6º del artículo 250 de la Constitución, y si ella también 
vulnera la obligación fijada a la ley en el numeral 7º del mismo artículo 250 de fijar “los mecanismos 
de justicia restaurativa”. 

En síntesis, la Corte Constitucional entiende que, “si no se vincula al Proceso Penal la 
aseguradora, con la cual el víctimario o tercero civilmente responsable contrató una póliza de 
seguro en aras de precaver una eventual reparación de perjuicios; se constituye una flagrante 
omisión en la preservación del interés que tiene nuestra Constitución en preservar la reparación 
integral de las víctimas, debido a las precarias condiciones económicas del asegurado y víctimario, 
quienes en un altísimo porcentaje carecen de las condiciones económicas necesarias para reparar 
al menos de forma económica los perjuicios a favor de las víctimas; hecho que no se presentaría de 
permitirse la vinculación de la Entidad Aseguradora quien a través de su posición financieramente 

 
3 Lo que anima la suscripción del contrato aquí no es relevante. Bien puede ser la prudencia de las partes en 

el desarrollo de ciertas actividades que comportan riesgo para con terceros, bien puede ser resultado de cumplir 
con la carga impuesta por el Legislador de suscribir contratos de responsabilidad civil obligatorios a lo que se 
aludió en nota num. 45. 

4 Corte Constitucional, sentencia C-409/09 del 17 de junio del 2009, expediente D-7478, Demanda de 
inconstitucionalidad contra el artículo 108 (parcial) de la Ley 906 de 2004. M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez. 
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sólida podría albergar en el límite de la póliza la obligación pactada con el asegurado en pro de las 
víctimas”. Por esto: “La expresión acusada como inconstitucional viola los derechos de las víctimas, 
al no permitirles acceder a una reparación integral y efectiva que protege el Constituyente”. 

De otra parte “la citación al incidente de la aseguradora tenía por único propósito, no discutir su 
obligación, sino fijar el monto de la pretensión por cubrir”. 

La Corte Constitucional opina que “el momento neurálgico del procedimiento legislativo en el 
que aparece el texto de la disposición objeto de revisión, es el debate de la Comisión del Senado, 
contenida en la Gaceta del Congreso Nº 377 de 23 de julio de 2004. Es aquí cuando se propone 
eliminar la figura del llamamiento en garantía, bajo el entendido de que “terminaría el juez penal 
resolviendo un asunto civil entre el responsable y su asegurador”5. 

Esta nueva forma de citación del asegurador al proceso penal ni por asomo se parece a la figura 
del llamamiento en garantía6 previsto en el artículo 57 del Código de Procedimiento Civil ni a la que 
finalmente se había implementado en el ordenamiento procesal penal derogado (Ley 600 de 2000). 

11. Los sujetos legitimados para la citación del asegurador  

La Corte Constitucional sobre este aspecto manifiesta, “ninguna duda ofrece la precisión del 
artículo 108 Código de Procedimiento Penal sobre los sujetos legitimados para solicitar la citación de 
la compañía aseguradora y que son tanto la víctima como el condenado, su defensor y el tercero 
civilmente responsable”, adiciona: “Lo que sí hay que precisar es el condicionamiento según el cual 
el asegurador cuya convocatoria se pide, no es otro que el ‘de la responsabilidad civil amparada en 
virtud de contrato de seguro válidamente celebrado’”7. 

Sobre la prueba del contrato la Corte expresa: 

“Para los efectos de sentar la interpretación con base en la cual se efectuará el 
control de constitucionalidad sobre la disposición por el cargo admitido, la Corte 
encuentra que dicha expresión supone para el solicitante (que puede ser la víctima, el 
condenado, su defensor o el tercero civilmente responsable) una carga probatoria 
mínima de la existencia del contrato válidamente celebrado y con la cual, el juez pueda 
constatar que efectivamente el asegurador citado ha constituido una relación 
contractual que asegura la responsabilidad civil, con identificación de los elementos 
esenciales del contrato de seguro8, y en los que se evidencia que el riesgo que cubre, 
al menos en principio, se identifica con el daño causado por el delito que se imputó en 
el proceso penal. 

Es evidente que la prueba del contrato válidamente celebrado se convierte en una 
condición esencial para reclamar la presencia del asegurador en el incidente”9. 

La Corte Constitucional en la sentencia analizada (C-409/09) conforme lo anteriormente 
expuesto, o sea luego de analizar los antecedentes legislativos del artículo 108 de la Ley 906 de 
2004, así como interpretándolo sistemáticamente con las diversas disposiciones del C.P.P. que 
regulan la intervención de los terceros civilmente responsables en el proceso penal, la Corte 
concluyó lo siguiente: 

 
5 Intervención del senador Héctor Helí Rojas Jiménez. En Gaceta del Congreso Nº 377 de 23 de julio de 

2004. 
6 La intervención de terceros se regirá por los artículos 50 a 57 del C.P.C. 
7 Corte Constitucional, sentencia C-409/09 del 17 de junio del 2009, expediente D-7478, Demanda de 

inconstitucionalidad contra el artículo 108 (parcial) de la Ley 906 de 2004. M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez. 
8 Dice al respecto el art. 1045 C.Co: “Elementos esenciales. Son elementos esenciales del contrato de 

seguro:1) El interés asegurable; 2) El riesgo asegurable; 3) La prima o precio del seguro, y 4) La obligación 
condicional del asegurador. En defecto de cualquiera de estos elementos, el contrato de seguro no producirá 
efecto alguno”. 

9 Corte Constitucional, sentencia C-409/09 del 17 de junio del 2009, expediente D-7478, Demanda de 
inconstitucionalidad contra el artículo 108 (parcial) de la Ley 906 de 2004. M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez. 
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“i) El asegurador del contrato de seguro de responsabilidad civil válidamente celebrado puede 
ser citado en el incidente de reparación integral bien sea (excepcionalmente) para la primera 
audiencia de conciliación, bien sea (de ordinario) para la segunda. 

“ii) La solicitud de citación puede provenir de la víctima, el condenado o su defensor, o del tercero 
civilmente responsable, con el objeto de que con él se cubra la indemnización pedida como 
todo o como parte de la reparación integral. 

“iii) Para que la citación sea procedente, es necesario que el contrato de seguro haya sido suscrito 
por el condenado o por el tercero civilmente responsable como tomadores o asegurados, y 
que su objeto consista en cubrir el daño causado por el delito probado e imputado en el 
proceso. 

“iv) La petición para que la aseguradora asista a la conciliación dentro del incidente, procede 
cuando se acredite prueba sobre la existencia del contrato de seguro celebrado con ella para 
los efectos de compensar los posibles daños causados a un beneficiario, que es la víctima 
dentro del proceso penal concluido. 

“v) La citación tiene por finalidad exclusiva convocar al asegurador para la conciliación, que de 
no alcanzarse por ausencia de voluntad de éste, o por no acudir a la audiencia respectiva a la 
que ha sido citado, imposibilita vincularlo a la decisión final del incidente, pues de manera 
expresa el legislador ha dispuesto su facultad o libertad de participar o no participar en ella”. 

 

12. Presunta vulneración del derecho de reparación integral de las víctimas 

Es bajo este título donde la Corte Constitucional analiza la inconstitucionalidad de la participación 
del asegurador en el incidente de reparación integral hasta lo aquí expuesto. 

La intervención del asegurador en el proceso de daños promovido por el damnificado prevista 
en el ordenamiento jurídico como una forma de intervención de terceros y a la que denomina 
citación en garantía; consideramos que la intervención del asegurador en el proceso de daños se 
lleva a cabo a través de la institución de la citación en garantía, por la que no sólo el asegurado, sino 
también la víctima puede citar al proceso al asegurador hasta la oportunidad procesal de la apertura 
a prueba de la causa; se consagró la citación en garantía del asegurador y el efecto expansivo de la 
cosa juzgada para alcanzar al asegurador en la condena dictada contra el asegurado. 

El incidente como instancia de reparación integral de la víctima y la conciliación que se lleva a 
cabo en el incidente de reparación integral es un mecanismo de la justicia restaurativa, 
“constituyendo la oportunidad final, única, brevísima, dentro del proceso penal, para reclamar ni 
más ni menos que la reparación integral de la víctima por el daño causado por el hecho típico, 
antijurídico y culpable de un declarado penalmente responsable. Se convierte así el incidente en la 
instancia procesal para hacer efectiva la indemnización por parte de quien o quienes pueden ser 
considerados civilmente responsables o deban sufragar los costos de tales condenas (el declarado 
penalmente responsable, el tercero civilmente responsable y la aseguradora)”10. 

La Corte enfatiza: 

“La configuración de un incidente principal para que al terminar el proceso penal 
con sentencia condenatoria, se haga posible la reparación integral de la víctima y la 
consolidación de los objetivos que animan la justicia restaurativa, a través del acuerdo 
de voluntades entre aquélla y los llamados a responder, o a través del ejercicio de los 
poderes y competencias de la jurisdictio reconocidas al juez de la causa penal, lo cual 
se convierte en pieza esencial de la forma como la Constitución prevé en el caso 
concreto la noción de justicia restaurativa”11. 

 
10 Corte Constitucional, sentencia C-409/09 

11 Ibídem  
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13. Sentencias sobre la citación al asegurador en el proceso penal 

La Corte Constitucional hizo lo propio, resta que los abogados la exijan y los jueces la apliquen. 

Esta es la quinta sentencia C-409/09 de la Corte Constitucional sobre este tema desde el año 
2006 y como en las corridas de toros no hay quinto malo. 

1) Sentencia C-423 de 2006 del 31 de mayo de 2006 que declara exequible el aparte demandado: 
“Quien no comparezca, habiendo sido citado en forma debida, quedará vinculado a los 
resultados de la decisión del incidente” del parágrafo del artículo 104 de la Ley 906 de 2004. 
Magistrado Ponente: Dr. Humberto Antonio Sierra Porto. 

2) Sentencia C-425 del 31 de mayo de 2006, que declaró exequible las expresiones ‘ser citado o’ 
previstas en el artículo 107 de la Ley 906 de 2004, “en el entendido que el tercero civilmente 
responsable se encuentra facultado para ejercer plenamente su derecho de defensa en 
relación con el decreto y práctica de medidas cautelares en su  
contra” y declara exequible las expresiones “quien no comparezca, habiendo sido citado en 
forma debida, quedará vinculado a los resultados de la decisión del incidente” prevista en el 
artículo 104 de la Ley 906 de 2004. Magistrado Ponente: Dr. Humberto Antonio Sierra Porto 

3) Sentencia C-717 del 23 de agosto de 2006 decide “estarse a lo resuelto en la sentencia C-425 
de 2006, que declaró exequible las expresiones ‘ser citado o’ previstas en el artículo 107 de la 
Ley 906 de 2004, en el entendido que el tercero civilmente responsable se encuentra facultado 
para ejercer plenamente su derecho de defensa en relación con el decreto y práctica de 
medidas cautelares en su contra” y declara exequible las expresiones “quien no comparezca, 
habiendo sido citado en forma debida, quedará vinculado a los resultados de la decisión del 
incidente” prevista en el artículo 104 de la Ley 906 de 2004 con ponencia del Dr. Marco 
Gerardo Monroy Cabra 

4) Sentencia C-209 del 21 de marzo de 2007, sobre los derechos de las víctimas en proceso penal 
acusatorio; demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 11, 137, 284 (parcial), 306 
(parcial), 316 (parcial), 324, 327 (parcial), 333 (parcial), 337, 339 (parcial), 342 (parcial), 344 
(parcial), 356 (parcial), 357 (parcial), 358 (parcial), 359 (parcial), 371 (parcial), 378 (parcial), 
391, 395 (parcial) de la Ley 906 de 2004, Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda 
Espinosa 

Y 5ta. Sentencia C-409 del 17 de junio del 2009 resuelve la declaratoria de inexequibilidad del 
artículo 108 (parcial) de la Ley 906 de 2004, que se analizó en estas líneas, no hay quinto malo con 
ponencia del magistrado doctor Juan Carlos Henao Pérez, declarando inexequibles las expresiones 
“Exclusivamente” y “quien tendrá la facultad de participar en dicha conciliación” contenidas en el 
artículo 108 y la expresión “para los efectos de la conciliación de que trata el art. 103” del artículo 108 
contenidas en la Ley 906 de 2004. 

En el año 2010 se profirió la sentencia C-059/10 del 3 de febrero de 2010, Magistrado Ponente 
el doctor. Humberto Antonio Sierra Porto, respecto al artículo 108 declaró estarse a lo resuelto en 
sentencia C-409/09 comentada en extenso. 

En el año 2011 la Corte Constitucional mediante sentencia C-250/1112 resuelve la demanda sobre 
las expresiones señaladas de los artículos 86 y 89 de la Ley 1395 de 2010 que establecen que el 
incidente de reparación integral procede una vez se encuentre en firme el fallo condenatorio, deben 
ser declaradas inconstitucionales, pues impiden que el tercero civilmente responsable en el proceso 
penal tenga los mismos derechos que las partes y que la víctima. 

Realmente se debería demandar estos artículos por ser violatorio a los derechos de la víctima, 
dado que la expresión “en firme la sentencia condenatoria” establecido en el artículo 86 de la Ley 

 
12 Corte Constitucional, sentencia C-250/11, M.P. Mauricio González Cuervo, expediente D-8231 

(acum)  
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1395 de 2010, antes era con el “sentido del fallo”, o sea, que el incidente de reparación integral se 
realiza después del juicio oral y cuando la sentencia condenatoria esté en firme, lo que implica que 
el acusado apele y/o interponga recursos retardado de esta manera el estado requerido “en firme”, 
y si va a casación, la demora es mayor, birlando de esta manera el pago de la indemnización de 
perjuicios originados por una conducta punible, obligando de esta manera en los delitos culposos a 
la víctima a aceptar los irrisorias sumas que ofrecen las aseguradoras, “acepta o espera a que la 
sentencia esté en firme”, lo cual, repetimos, manda al trasto las sentencias de la Corte Constitucional 
proferidas desde el año 2006 hasta el 2010: sentencias: C-423 de 2006, C-425 de 2006, C-717 de 
2006, C-209 de 2007, C-409 del 2009 y C-059 de 2010. 

En hora buena, con la Ley 2477 de 2025 las sentencias de la Corte Constitucional adquieren total 
aplicabilidad en la Reparación Integral como causa autónoma de Extinción Penal. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 


